DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL EN MATERIA DE PUERTOS
Estado:

· 149.1.20 CE:  “Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de interés general…”
· 132.2 CE: “Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental”
· Ley 27/1992, de 24 de noviembre, del Puerto del Estado y de la Marina Mercante

· Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas
· Ley 48/2003, de régimen económico y de prestación de servicios en los puertos de interés general. 
CAPV:

· 10.31 EAPV: “Ordenación del territorio y del litoral…”

· 10.32 EAPV: “Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, aeropuertos y Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.20 de la Constitución. Centros de contratación y terminales de carga”
· 11.1 a) EAPV: Competencia de desarrollo legislativo y ejecución dentro de su territorio de la legislación básica del Estado en materia 
a) “Medio ambiente y ecología”

c) “Ordenación del sector pesquero del País Vasco”
· 12.8 EAPV: Competencia de ejecución de la legislación del Estado en materia “Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa”.

· 12.10 EAPV: Competencia de ejecución de la legislación del Estado en materia de “Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado correspondientes al litoral vasco”.

DOCTRINA TC
STC40/1998: Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
· Competencia concurrente en materia de puertos: 
“la Constitución, en sus artículos 148.1.6 y 149.1.20 atribuye, bien al Estado, bien a las Comunidades Autónomas, competencia sobre «puertos» y que, como hemos señalado en anteriores ocasiones (STC 77/1984), esa competencia se extiende tanto a la realidad física del puerto como a la actividad portuaria que en él se desarrolla.” En la Constitución “no se atribuye competencia sobre determinadas zonas de los puertos, no sobre determinados tipo de actividades portuarias, sino sobre el puerto como tal” (FJ 12)
· Competencias del Estado:
“…la Constitución reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de marina mercante y sobre los puertos de interés general (art. 149.1.20 CE). Además, con arreglo a lo previsto en el art. 148.1.6 CE y en aquellas Comunidades Autónomas cuyas competencias venían regidas por este último precepto, el Estado tiene también competencia sobre los puertos que desarrollen actividades comerciales y cuya titularidad no haya sido asumida por las Comunidades Autónomas.”(FJ 6º) 

· Instalaciones marítimas que sean competencia de la Administración del Estado: El TC declara inconstitucional la definición que la ley incorporaba de «instalaciones marítimas», porque “el art. 4 LPMM realiza una definición enormemente amplia del concepto de «instalación marítima» incluyendo todas aquellas instalaciones que ocupan zonas de dominio público marítimo-terrestre y están destinadas al trasbordo de mercancías, pasajeros o pesca, y que no reúnen los requisitos que según la propia Ley son necesarios para poder ser considerados como puertos marítimos…La consecuencia de esta regulación es que determinadas instalaciones que podrían ser consideradas como puertos no comerciales, y en cuanto tales y en virtud del art. 148.1.6 CE, de la competencia de las CCAA, pasan a ser gestionados por la Administración del Estado”. (FJ 9)
· Principio de unidad de gestión: “no puede servir para atribuir al Estado competencias de las que carece pero, al mismo tiempo, la norma no deviene inconstitucional por el simple hecho de que no sea un criterio utilizado por la Constitución y los Estatutos de Autonomía, pues nada impide al Estado aplicar el mencionado principio en los puertos de su competencia.” (FJ 12)
· Puerto de interés general: (FJ 17, 18 y 19) “puertos que carezcan de carácter comercial pueden ser considerados de interés general, y por lo tanto, de la competencia exclusiva del Estado, tanto con arreglo al art. 148.1 como con arreglo al art. 149.1CE”
“Mientras que la atribución a las CCAA de la competencia sobre puertos se basa en el tipo de actividad que en los mismos se realiza, la reserva de puertos de competencia exclusiva del Estado se basa en la noción de interés general, interés que podrá apreciarse, fundamentalmente, en los puertos comerciales que desarrollen una actividad relevante para el conjunto del Estado…”

“Puesto que el constituyente no ha precisado qué deba entenderse por «puerto de interés general», sin que pueda darse a la expresión un sentido unívoco, los órganos estatales –y muy singularmente el legislador- disponen de un margen de libertad para determinar en qué supuestos concurren las circunstancias que permiten calificar a un puerto como de interés general. Este Tribunal tiene sólo, como se ha dicho, un control externo, en el sentido de que su intervención se limita a determinar si se han transgredido los márgenes dentro de los cuales los órganos del Estado pueden actuar con libertad”.

“…si bien la regla general es que los puertos de interés general sean, por lo general, puertos comerciales…no cabe descartar que la concurrencia de circunstancias de otra índole pueda justificar que un puerto no comercial reciba esa calificación”
Criterios para justificar el calificativo de “Interés general” (Art. 5 LPMM): “… Es evidente que tanto las referencias a las actividades comerciales marítimas internacionales [letra a] como el volumen y características de las actividades comerciales o su relación con necesidades esenciales de la actividad económica general del Estado [letra d] se mueven dentro de las condiciones que puede tener un puerto para ser de considerado de interés general, pues se trata, en primer lugar, de puertos que desarrollan actividades comerciales y, en segundo lugar, de actividades que trascienden del interés que puede tener una concreta Comunidad Autónoma”

“…No cabe, anticipadamente, descartar que las peculiaridades técnicas o geográficas de un puerto, y especialmente de aquellos puertos ubicados en territorios insulares, puedan justificar su calificación como puerto de interés general…” La circunstancia de que el Estado disponga de otros títulos para garantizar la seguridad del tráfico marítimo…”no permite excluir que exigencias de seguridad en el tráfico marítimo puedan permitir la clasificación de un puerto como de interés general, siendo claro que la materia competencial es entonces la de puertos y no la de marina mercante.”(FJ 20)
Reversión al Estado de servicios transferidos a la CCAA por su calificación posterior de “interés general”: “El que esto pudiera significar…que puertos que habían sido transferidos a Galicia puedan ser ahora de titularidad estatal, no anula la validez de esos criterios”.

Reserva de Ley en materia de puertos: El TC señala que si la “Constitución hubiera establecido una reserva de ley para la concreción de los puertos de interés general o para la determinación de los criterios conforme a los cuales tal concreción debe realizarse…hubiera sido posible afirmar qué determinaciones excesivamente genéricas resultarán contrarias a la Constitución por suponer remisiones en blanco y ello con independencia de la forma en que el Gobierno pudiera usar en el futuro tales habilitaciones.
Rango de la norma que declara el carácter de interés general: “Del art. 149.120 CE no se desprende en modo alguno que la determinación del interés general corresponda al legislador, antes bien, parece incluso posible que, sin la determinación previa de criterios por parte de éste, el ejecutivo pueda calificar un puerto como de interés general; de hecho así ocurrió con el Real Decreto 989/1982, de 14 de mayo, sobre clasificación de puertos de interés general, dictado sin otro soporte que la legislación anterior a la Constitución… El TC, no obstante advierte que…”si el Estado hiciera en el futuro un uso extensivo de las mencionadas circunstancias contrario a dicho orden siempre cabrá, lógicamente, su impugnación jurisdiccional”.
· Repercusión de la titularidad del dominio público estatal sobre la competencia autonómica en materia de puertos: La discusión se plantea en torno a quién le corresponde percibir el canon que se devengue en las concesiones o autorizaciones que las CCAA otorguen en el dominio público marítimo terrestre estatal (no transferido): “el titular del dominio público puede devengar legítimamente el canon, lo que, por otra parte, no impide que la Comunidad Autónoma titular del puerto pueda, a su vez, establecer las tasas que estime pertinentes por las concesiones y autorizaciones que otorgue en el dominio público marítimo-terrestre adscrito” (FJ 26)
· Articulación de las competencias sobre puertos con las de ordenación del territorio y urbanismo: 

Doctrina sobre títulos competenciales con incidencia sobre un mismo espacio físico  “… la atribución de una competencia sobre un ámbito físico determinado no impide necesariamente que se ejerzan otras competencias en ese espacio, siendo esta convergencia posible cuando, incidiendo sobre el mismo espacio físico, dichas competencias tienen distinto objeto jurídico (SSTC 113/1983 y 77/1984)” (FJ 29)
Fórmulas de articulación de títulos competenciales diversos:  “Al objeto de integrar ambas competencias, se debe acudir, en primer lugar, a fórmulas de cooperación.”. En los supuestos en que la cooperación resulte insuficiente para resolver los conflictos “este Tribunal ha señalado que «la decisión final corresponderá al titular de la competencia prevalente» (STC 77/1984, fj 3) y que «el Estado no puede verse privado del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una competencia, aunque también sea exclusiva, de una Comunidad Autónoma (STC 56/1986, FJ 3)»…Debe tenerse en cuenta, en última instancia, que cuando la Constitución atribuye al Estado una competencia exclusiva lo hace porque bajo la misma subyace –o, al menos, así lo entiende el constituyente- un interés general, interés que debe prevalecer sobre los intereses que puedan tener otras entidades territoriales afectadas, aunque, evidentemente, esto sólo será así cuando la competencia se ejerza de manera legítima: es decir, cuando la concreta medida que se adopte encaje, efectivamente, en el correspondiente título competencial, cuando se haya acudido previamente a cauces cooperativos para escuchas a las entidades afectadas, cuando la competencia autonómica no se limite más de lo necesario, etc. (FJ 30)
En el caso concreto de la competencia estatal sobre puertos de interés general  debe tenerse en cuenta que la existencia de un puerto estatal implica, necesariamente, una modulación del ejercicio de las competencias autonómicas y municipales sobre la ordenación del territorio y urbanismo, y que no puede quedar al arbitrio de los entes con competencia sobre los distintos espacios, etc. Al mismo tiempo, es también claro que la existencia de un puerto estatal no supone la desaparición de cualesquiera otras competencias sobre su espacio físico, ya que mientras que la «competencia exclusiva del Estado sobre puertos de interés general tiene por objeto la propia realidad del puerto y la actividad relativa al mismo, pero no cualquier tipo de actividad que afecte al espacio físico que abarcan un puerto…, la competencia de ordenación del territorio y urbanismo…tiene por objeto la actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que pueda destinarse el suelo o espacio físico territorial» (STC 77/1984, fj 2º)

La imposición de que los instrumentos generales de ordenación urbanística califique a la zona de servicio de los puertos estatales como sistema portuario tiene apoyo en el art. 149.1.20 CE y la limitación de las potestades de los entes con competencias sobre urbanismo y ordenación del territorio deriva, en unos casos, de la existencia previa de un puerto, realidad que se impone a la autoridad urbanística y, en otros, de la decisión de crear un nuevo puerto de interés general, decisión que, por las razones apuntadas, y en las que no parece necesario insistir, corresponde al Estado como titular de la competencia exclusiva sobre los puertos que reúnan esa condición. (FJ 37)

La técnica del informe vinculante (FJ 38):  la considera constitucional, sin perjuicio de que un uso abusivo de dicha técnica por parte del Estado pueda conllevar la nulidad de la actuación concreta. El contenido del informe debe circunscribirse a aspectos de competencia de la Autoridad Portuaria
· Consideración de determinadas rías como parte de puertos de interés general  (FJ 36). En principio no considera que resulte inconstitucionalidad, pero realiza algunas matizaciones:
· Sólo pueden entenderse como Zona II de los puertos estatales y la justificación de esta extensión de la zona de servicio de un puerto de interés general debe buscarse en las peculiaridades de las rías, en las que se enclavan una pluralidad de puertos, tanto estatales como autonómicos y que, por tanto, constituyen canales de acceso, maniobra y posible fondeo de unos y otros, así como en la necesidad de que haya una Autoridad Portuaria a la que corresponda adoptar las decisiones principales sobre todo lo relacionado con el tráfico portuario dentro de la ría.
· …por Zona II del puerto estatal se entiende sólo “la superficie del agua” y, más en concreto, la zona “exterior a las aguas portuarias”, es evidente que en ella no pueden incluirse ni las superficies de tierra de los puertos autonómicos situados en la misma ría ni el resto de las zonas de costa que, aun estando bañadas por dichas aguas, quedan fuera de las instalaciones propiamente portuarias.
· …de la Zona II del puerto estatal deben excluirse las zonas de agua que corresponden a los puertos autonómicos, zonas que no pueden separarse de la realidad misma del puerto y que fueron en su momento adscritas a la Comunidad Autónoma.

· …la competencia portuaria estatal sobre las aguas de la ría no impide en modo alguno que la Comunidad Autónoma pueda ejercer en ellas las competencias no portuarias que tenga asumidas.

· …la declaración de la ría como puerto de interés general no impide que las CCAA puedan cobrar las tarifas que les correspondan por los servicios prestados en sus puertos o por el uso de las zonas de tierra y agua que los integran.

· Competencia de puertos y autonomía municipal:  (FJ 39)“La facultad del Estado de incidir sobre la competencia urbanística, sustituyendo la previa licencia (municipal) por el informe (municipal), se limita, por tanto, a las obras portuarias en sentido estricto, pero no puede alcanzar a aquellas otras que, aunque realizadas en la zona de servicio del puerto, son de naturaleza diversa; en tales casos, será de aplicación la legislación urbanística general y, en principio, la exigencia de licencia previa que corresponde otorgar al Ayuntamiento competente. En este punto se ha formulado un voto particular del Magistrado García Manzano, en el que se pronuncia a favor de declarar inconstitucional el artículo 19.3 LPMM
· Puertos de nueva construcción: (FJ 40) “…la decisión sobre la ubicación de un nuevo puerto de interés general corresponde al Estado y que esa decisión no puede quedar subordinada al parecer de las CCAA o de los Municipios en cuyo territorio deba construirse el puerto…han de buscarse fórmulas de cooperación entre las autoridades afectadas, así como buscar el mínimo sacrificio de otras competencias concurrentes; ello no significa, sin embargo, que deba necesariamente acudirse a la técnica del informe vinculante…
· Medio ambiente (FJ 41 y 42)declara inconstitucionales los artículos 21.4 y los apartados 2 y 3 del artículo 62 en la medida la regulación que prevén sobre dragados y vertidos en puertos de titularidad estatal no preveían ningún cauce de participación de las CCAA en defensa de sus competencias de pesca y medio ambiente. La falta de mecanismos de colaboración ante títulos competenciales que inciden sobre el mismo espacio físico conlleva a juicio del TC la declaración de inconstitucionalidad de aquellos preceptos. Este vicio se solucionó con la introducción de un trámite de consulta a las Administraciones competentes.
· Marina Mercante: 
Concepto:  (FJ 44) “…en una primera aproximación la «marina mercante» se ha caracterizado tradicionalmente por constituir la navegación entre dos o más puertos, para el transporte marítimo de personas o mercancías; diferenciándose así claramente de otras actividades de navegación que también se realizan en dicho medio, como las puramente recreativas, o las relacionadas con la pesca.”

“…cabe entender que se integran en dicho concepto aquellas actividades con finalidad comercial relacionadas con la navegación de buques mercantes y, más concretamente, con el transporte marítimo de personas o mercancías; incluyendo asimismo las prescripciones necesarias para que la navegación marítima se desarrolle en condiciones de seguridad para los tripulantes y las personas a bordo, así como para las mercancías transportadas. Lo que se traduce en ciertas condiciones técnicas que debe reunir el buque y en una ordenación del tráfico marítimo, tanto con carácter general como en determinados espacios (por ejemplo, el establecimiento de rutas obligadas y esquemas de separación de tráfico), para prevenir abordajes u otros accidentes…”

Ambito territorial de la competencia autonómica (FJ 45): “…el principio de territorialidad impide que pueda reconocerse competencia a la Generalidad sobre el transporte marítimo que se realiza con puertos que están ubicados fuera de su litoral. Este Tribunal viene reiterando que el principio de territorialidad de las competencias es algo implícito al propio sistema de autonomías territoriales…” 
“…En el caso del transporte marítimo, como decíamos, la Constitución no ha recogido expresamente el criterio territorial, pero no se alcanzan a ver las razones que puedan justificar su no aplicación a este supuesto”
Ambito material de la competencia autonómica (FJ 46): “…al menos determinados aspectos de la seguridad de la navegación y de la vida humana en el mar son incardinables preferentemente en la marina mercante.”
“…la seguridad en la navegación exige, al igual que ocurre en el caso de la seguridad en la circulación de carretera, una serie de garantías uniformes en todo el territorio nacional, las cuales, a su vez, derivan de normas internacionales que persiguen la misma finalidad.”

Concepto de Seguridad marítima: (FJ 47 y 48)“no puede entenderse que sea ajeno a la materia marina mercante lo referente a la seguridad de la navegación

Servicios de remolque y practicaje: “…el hecho de que los servicios de remolque y practicaje puedan calificarse como actividades portuarias (de servicios portuarios habla el art. 66.1 LPMM) y la posibilidad de que tales actividades se desarrollen en puertos cuya titularidad puede corresponde a las CCAA no impide que el Estado pueda determinar, en ejercicio de su competencia sobre marina mercante, las condiciones que habilitan para el ejercicio de la actividad de practicaje, así como los servicios necesarios de remolque que debe haber en los puertos. Una cosa es determinar los requisitos de titulación de los prácticos, concretar los servicios que debe haber en función de las características de los puertos y otras cuestiones similares, que sólo muy forzadamente pueden denominarse como portuarias, y otra muy distinta la gestión de los concretos servicios de remolque y practicaje que se desarrollan en el puerto, actividades éstas que sí corresponden a la Autoridad Portuaria, ya sea dependiente del Estado, ya de la Comunidad Autónoma correspondiente ”
Competencias del Capitán Marítimo:  (FJ 48) las actividades atribuidas a la capitanía marítima las encuadra en las competencias del Estado para garantizar la seguridad en la navegación.
Salvamento marítimo (FJ 51) “…Es cierto que tanto el art 11.10 EAC como el art. 29.3 EAG atribuyen a las respectivas CCAA competencias exclusivas de ejecución en materia de salvamento marítimo y normas similares se encuentran en otros Estatutos de las CCAA costeras…Esta regulación impediría que, efectivamente, pueda el Estado asumir competencias ejecutiva sobre la materia y parece vedar, en principio, la clasificación como marina mercante hace el art. 6.1, e) LPMM, pues, a través de la misma, el Estado vendría a atribuirse una competencia exclusiva de la que carece.”

“…Sin embargo, tampoco puede ignorarse que, de un lado, el salvamento marítimos ha estado históricamente vinculado con la noción de marina mercante…y que, en todo caso, las CCAA carecen de competencias legislativas sobre la materia.”


“…la inclusión de la materia de salvamento marítimo entre las facultades del Estado sobre marina mercante no implica la asunción por parte de éste de las competencias ejecucitva que, …han asumido los señalados Estatutos de Autonomía”


“En el presente caso, a las CCAA recurrentes les corresponde únicamente competencias ejecutivas en materia de salvamento marítimo, lo cual quiere decir que es el Estado el que tiene potestades legislativas plenas en la materia, potestades que, como acabamos de señalar, le permiten establecer instrumentos de coordinación al objeto de garantizar una aplicación adecuada y una interpretación uniforme de la norma.”


Plan Nacional de Servicios Especiales (FJ 53): “…los objetivos básicos que, de acuerdo con el art. 87.2 de la Ley debe tener el Plan, responden también a la idea de criterios generales y principios mínimos y no suponen “a priori” invasión de las competencias ejecutivas autonómicas. Es evidente, en todo caso, que nada impedirá impugnar el concreto Plan que se apruebe si el Estado va más allá del establecimientos de esas pautas generales y lesiona de manera efectiva las citadas competencias”.

Comisión Nacional de Salvamento Marítimo (FJ 54): “En la medida en que se trata de un órgano de coordinación, cuya creación ha de corresponder evidentemente al Estado, el precepto resulta respetuoso con el bloque de constitucionalidad”.


Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima (FJ 55) “…la sociedad no podrá ejercer sino aquellas funciones que correspondan al Estado –es decir, funciones de coordinación en la búsqueda, rescate y salvamento marítimo-, el precepto es también una norma de distribución de competencias en el seno de la organización estatal y, por ello, sin ninguna incidencia en el ámbito competencial de las CCAA”.
· Incidencia del título de seguridad pública (149.1.29) “Si bien no pueden identificarse salvamento marítimo y seguridad pública, en estos supuestos es posible que se vean afectadas las competencias que, según el art. 149.1.29 CE corresponden al Estado, y que desde esta perspectiva resulta perfectamente trasladable a este supuesto la doctrina contenida en la STC 133/1990…la competencia autonómica sobre esta materia «se encuentra con determinados límites, que derivan de la existencia de un posible interés nacional o supracomunitario que pueda verse afectado por la situación de catástrofe o emergencia…» La dimensión que pueden adquirir algunos siniestros en el mar y la exigencia de una intervención inmediata de todo tipo de recursos y medios dependientes de diversas entidades justifica la intervención del Estado al objeto de garantizar, como acaba de indicarse, una dirección y organización unitarias o, cuanto menos, una coordinación y actuación conjunta de los diversos servicios y Administraciones implicadas, ya que puede estar en juego un interés nacional y supracomunitario.
· Protección del medio ambiente marino (FJ 56): En esta materia el Estado sólo posee la competencia sobre la legislación básica ( art. 149.1.23 CE). Sin embargo, le reconoce también las siguientes potestades:
· Al amparo de la titularidad estatal del dominio público (art. 132.2) sobre playas, zona marítimo-terrestre, mar territorial y recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental, el Estado posee facultades encaminadas a la protección de dichos bienes demaniales
· Ante ciertas catástrofes medioambientales entre en juego a juicio del TC el interés supracomunitario
· Determinadas actividades de limpieza de buques y descarga de lastre pueden encuadrarse en el título de marina mercante.
Vertidos al mar: (FJ 56) “…la competencia de las CCAA en materia de vertidos al mar se limita a los realizados desde tierra, y no a los que se llevan a cabo desde el mar, pues los preceptos estatutarios sobre la materia se refieren al mar territorial, como lugar de recepción de los vertidos, no como origen de éstos (STC 149/1991. FJ 7). En el presente caso, el art. 6.1. f) LPMM se refiere a los vertidos realizados desde el propio mar, que son competencia del Estado y que, por tanto, pueden ser calificados por éste, a los efectos de la distribución interna de sus competencias como marina mercante, máxime cuando no se trata de una calificación artificial sino que responde al concepto de marina mercante existente con anterioridad a la Constitución. “
SSTC121/2005; 122/2005: tarifas portuarias 
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